
 

 

C.A. de Concepción. 

Concepción, treinta y uno de octubre de dos mil veintitrés. 

 VISTOS Y CONSIDERANDO:  

 PRIMERO: Que, el abogado Remberto Valdés Hueche, por la 

querellante XXX, en causa RUC 2010024450-1, RIT 763- 2020, deduce 

recurso de apelación en contra de la resolución dictada en audiencia de 

fecha 4 de septiembre de 2023, la que no dio lugar a la reapertura de la 

investigación, aun existiendo diligencias pendientes que realizar, tanto 

solicitadas por su parte, como por el Consejo de Defensa del Estado, a fin 

de que la Ilustre Corte de Apelaciones revoque la resolución y de lugar a 

la solicitud de reapertura de la investigación, en consideración a que la 

juez a quo estimó que, pese a los argumentos esgrimidos respecto a la 

existencia de diligencias sin realizar, solicitadas por su parte, como 

aquellas solicitadas por el Consejo de Defensa del Estado, a las que esa 

parte se adhirió, no existían fundamentos suficientes que ameritaran la 

reapertura de la investigación. 

 Refiere que la juez a quo yerra en su apreciación, ya que conforme 

a lo expresado por el propio persecutor en la audiencia realizada con 

fecha 04 de septiembre del presente año, el Ministerio Publico reconoce 

no haber desarrollado 2 diligencias de gran relevancia para un proceso en 

donde se investiga la eventual existencia de delitos de cohecho, 

negociaciones incompatibles, malversación de caudales públicos y fraude 

al Fisco. 

 Expresa que las diligencias no realizadas dicen relación con un 

informe que se solicitó remitiera el departamento de licitaciones de la 

Ilustre Municipalidad de Chiguayante, referente al proceso de la 

licitación pública ID-2771-82-LP17, realizado para las Fiestas Patrias del 

año 2017 y que se vincula directamente con los hechos investigados, el 



cual hasta la fecha no consta en la carpeta investigativa. El mencionado 

informe reviste relevancia, ya que en él se daría cuenta de las empresas 

concursantes, criterios tomados en consideración para la adjudicación y 

antecedentes de la empresa adjudicataria de la licitación detallada 

precedentemente y, en segundo lugar, la diligencia solicitada por el 

Consejo de Defensa del Estado, y a la que adhirió y que dice relación con 

dos aspectos; 1.- Un oficio solicitado a la Comisión para el Mercado 

Financiero, a fin que informe los productos bancarios de los querellados 

y en el evento de registrar cuentas vistas, de ahorro o corrientes en 

instituciones financieras se proceda a la individualización de estas y 

luego a solicitar el levantamiento del secreto bancario para el periodo 

comprendido entre marzo y diciembre de 2017; 2.- La solicitud de 

autorización judicial para el levantamiento del secreto bancario, de las 

cuentas corrientes que a continuación se individualizan, por el periodo 

comprendido entre enero a 2017 a diciembre de 2017: - Cuenta corriente 

N°  del Banco Estado, titular Gabriel Arnoldo Valenzuela Gutiérrez; - 

Cuenta Corriente N° del Banco Santander, titular empresa x 

Producciones Spa. 

 SEGUNDO: Que el abogado Georgy Schubert Studer, Procurador 

Fiscal de Concepción, por la parte querellante, deduce apelación en 

contra de la resolución que negó lugar a la reapertura de la investigación, 

solicitando se acceda a ello a fin de que se reiteren las diligencias de 

investigación oportunamente solicitadas por su parte, individualizadas en 

el Segundo Otrosí de la querella, ya que, si bien la reapertura de la 

investigación se decretó inicialmente en audiencia de fecha 11 de julio de 

2023, los antecedentes entregados por el Ministerio Público tampoco dan 

cuenta de que se haya pronunciado ni ejecutado las diligencias 

solicitadas, fijando para ello día y hora de audiencia, para que, una vez 

acogida su petición se reabra la presente investigación y se ejecuten las 

diligencias solicitadas. 



       Refiere que las diligencias de investigación solicitadas en la querella 

y que no han sido diligenciadas por el Ministerio Público, cuya 

reiteración se solicita son las siguientes: 

1.- Se despache una orden de investigar a la Brigada de Delitos 

Económicos de la Policía de Investigaciones a fin de que se lleven a cabo 

las siguientes diligencias de investigación: 

a.- Se individualice y tome declaración a los integrantes de la comisión 

evaluadora de la licitación pública ID-2771-82-LP17, preguntando 

específicamente por puntaje asignado a empresa a quien se adjudica 

licitación, en lo relativo a experiencia en la prestación de servicios como 

aquellos, materia del requerimiento. Específicamente al Director de 

Administración y Finanzas de nombre XX; XX, encargada de programa; 

XX, Jefe de Finanzas y a la encargada de adquisiciones XX. 

2.- Se oficie a la Contraloría General de la República, a fin de que 

informe el estado actual de procedimiento disciplinario iniciado a fin de 

determinar las posibles responsabilidades administrativas de los 

funcionarios municipales y que dicen relación con la Licitación Pública 

ID-2771-82-LP17, relativo al espectáculo de fiestas patrias de la comuna 

de Chiguayante, remitiendo copia de este. 

3.- Se oficie a la Comisión para el Mercado Financiero para que informe 

productos bancarios de los querellados y en el evento de registrar cuentas 

vistas, de ahorro o corrientes en instituciones financieras se proceda a la 

individualización de estas y luego a solicitar el levantamiento del secreto 

bancario para el periodo comprendido entre marzo y diciembre de 2017. 

4.- Se solicite autorización judicial para el levantamiento del secreto de 

las cuentas corrientes que a continuación se individualizan por el periodo 

comprendido entre enero a 2017 a diciembre de 2017: 

- Cuenta corriente N°  del Banco Estado, titular XX 



- Cuenta Corriente N° 7 del Banco Santander, titular empresa 

Producciones Spa 

5.- Se oficie al Servicio de Impuestos internos a fin de que informe: 

- Si ha existido una autodenuncia ante la institución efectuada por Marco 

XX, remitiendo, en el caso de ser efectiva, el contenido de la denuncia, 

informando tramitación, curso y destino de esta ante el servicio, como, 

asimismo, los hechos tributarios que la habrían originado 

6.- Que se oficie a la Municipalidad de Chiguayante a fin de que informe, 

al más breve plazo, todos los contratos celebrados con el empresario 

Gabriel Aroldo Valenzuela o con la empresa E. I.R.L. que lleva su 

nombre, los montos de cada uno de los contratos, fechas de estos si se 

han celebrado en virtud de una licitación pública o bien por trato directo, 

en el periodo comprendido entre enero del año 2012 al 16 de mayo del 

año 2022. 

       TERCERO: Que el artículo 370 del Código Procesal Penal dispone 

que las resoluciones dictadas por el Juez de Garantía son apelables 

cuando pusieren término al procedimiento, hicieron imposible su 

prosecución o lo suspendieron por más de treinta días y, cuando la Ley lo 

señale expresamente. 

      CUARTO: Que sub lite, se trata de la segunda solicitud de reapertura 

de la investigación peticionada por los intervinientes, ya que la primera 

de ellas se llevó a efecto en audiencia de 11 de julio del año en curso, 

accediendo la juez del a quo a la reapertura, investigación que se cerró el 

día 25 de julio último. 

         En esta nueva ocasión, las partes querellantes apelan de la 

resolución que no dio lugar a la reapertura de la investigación, no 

encontrándose dicha resolución en alguna de las hipótesis contempladas 



en el artículo 370 del Código Procesal Penal, pues ella no ha puesto 

término al procedimiento ni lo ha suspendido por más de 30 días, no 

estando además expresamente contemplado el recurso de apelación en 

contra de este tipo de resoluciones y no correspondiendo aplicar para este 

caso las normas comunes al procedimiento civil, por encontrarse 

claramente acotadas las situaciones procesales que hacen procedente el 

recurso de apelación en materia procesal penal, razón por la cual será 

declarado inadmisible el recurso de apelación deducido en autos. 

      QUINTO: Que, asimismo cabe precisar aquí que en la presente causa 

el Ministerio Público ejerció la Facultad de no perseverar, fundada en los 

artículos 247 y 248 letra c) del Estatuto Procesal Penal,  misma que se 

tuvo por comunicada el día 04 de septiembre del año dos mil veintitrés, 

y, como ha dicho el Tribunal Constitucional en sentencia Rol 13.823-

2022, de 24 de mayo de 2023 “esta forma de cerrar el procedimiento es 

facultativa, es decir, el Fiscal decide si la aplica o no, y es una de sus 

facultades discrecionales que el sistema le entrega al Ministerio Público 

en el proceso de dirección de la investigación. Para que el Ministerio 

Público pueda ejercer la facultad de no perseverar en la investigación, es 

necesario que se cumpla una serie de requisitos previos. Estos son los 

elementos reglados de la potestad que se le otorga, sin perjuicio de que en 

ellos existan elementos discrecionales. (a) En primer lugar, es 

imprescindible que el fiscal haya practicado todas “las diligencias 

necesarias para la averiguación del hecho punible y sus autores, 

cómplices o encubridores”, de acuerdo con el artículo 248 en análisis. (b) 

Como segunda condición, es necesario que el fiscal haya cerrado la 

investigación y que se pronuncie dentro de los 10 días siguientes a dicho 

cierre. (c) Como tercera condición, es preciso que, habiendo realizado las 

diligencias necesarias para la averiguación del hecho punible y sus 

autores, cómplices o encubridores, el Fiscal llegue a la conclusión de que 

los antecedentes reunidos no son suficientes para fundar una acusación. 



(d) En cuarto lugar, es necesario que la facultad de no perseverar se 

comunique en una audiencia convocada especialmente con ese objeto por 

requerimiento del fiscal. La decisión de no perseverar en el 

procedimiento no está sometida a la aprobación del juez de garantía. 

Dicha característica tiene relación con la naturaleza investigativa de la 

facultad de no perseverar y con la lógica de la Reforma, es decir, separar 

funciones administrativas y jurisdiccionales en distintos órganos. 

      SEXTO: Que, relacionado con las consecuencias y alcances de la 

decisión de ejercer la facultad de no perseverar en el procedimiento 

nuestra jurisprudencia ha dicho “que la causa haya terminado respecto de 

un imputado en base a la decisión del Ministerio Público de no 

perseverar en el procedimiento por no contar con antecedentes suficientes 

para intentar una acusación y un procedimiento serio ante el órgano 

jurisdiccional, en primer lugar, no impide que con posterioridad se 

formalice nuevamente a aquel imputado, por los mismos hechos, en caso 

que existiera mérito suficiente para que el ente persecutor adoptara tal 

decisión y, en segundo lugar, no sirve como presupuesto para que se 

decrete sobreseimiento definitivo respecto del imputado por la causal del 

artículo 250 letra b) del Código Procesal Penal, esto es,  cuando 

apareciere claramente establecida la inocencia del imputado, si no se 

cuenta con antecedentes que fehacientemente demuestren su inocencia y, 

en especial, porque sobreseerlo definitivamente, aun cuando aparecieren 

antecedentes suficientes respecto de su participación criminal, éste 

quedaría impune por el crimen cometido, toda vez que el sobreseimiento 

definitivo pone término al procedimiento basado en autoridad de cosa 

juzgada” (Corte de Apelaciones de San Miguel, rol 261-2009 y en mismo 

sentido Corte de Apelaciones de Santiago, rol 1580-2010; Corte de 

Apelaciones de Valdivia roles 93-2009 y 75-2009).     

        Por estas consideraciones y, visto, además, lo dispuesto en el 

artículo 370 del Código Procesal Penal, se declara inadmisible el recurso 



de apelación deducido por las partes querellantes en contra de la 

resolución de cuatro de septiembre del año en curso, pronunciada por el 

Juzgado de Garantía de Chiguayante. 

 Regístrese, comuníquese y devuélvase vía interconexión. 

 Redactada por el ministro señor Jordán. 

 No firma el ministro César Gerardo Panés Ramírez, no obstante 

haber comparecido a la vista del recurso y al acuerdo, por encontrarse 

haciendo uso de licencia médica. 
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